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                                                                                         Concepto 5628

Bogotá, D.C., 30 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 81 (parcial) de la Ley 388 de 1997, “Por el cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones”.

Demandante: PILAR URIBE RICAURTE y OTROS.

Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.

Expediente D-9751

Concepto 5628
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, instauraron los ciudadanos PILAR URIBE RICAURTE, ROBERTO URIBE RICAURTE, ROBERTO URIBE PINTO y RUBÉN DARIO MUÑETÓN GÓMEZ contra el artículo 81 (parcial) de la Ley 388 de 1997, “por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se cita enseguida subrayándose lo demandado:

LEY 388 DE 1997
(Julio 18)

Diario Oficial No. 43.127, de 12 de septiembre de 1997

Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

CAPITULO IX. 

PARTICIPACION EN LA PLUSVALIA 

 (…)

ARTICULO 81. LIQUIDACION DEL EFECTO DE PLUSVALIA. Con base en la determinación del efecto de plusvalía por metro cuadrado calculado para cada una de las zonas o subzonas objeto de la participación como se indica en el artículo precedente, el alcalde municipal o distrital liquidará, dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes, el efecto plusvalía causado en relación con cada uno de los inmuebles objeto de la misma y aplicará las tasas correspondientes, de conformidad con lo autorizado por el concejo municipal o distrital. 
A partir de la fecha en que la administración municipal disponga de la liquidación del monto de la participación correspondiente a todos y cada uno de los predios beneficiados con las acciones urbanísticas, contará con un plazo de treinta (30) días hábiles para expedir el acto administrativo que la determina, y para notificarlo a los propietarios o poseedores, lo cual procederá mediante tres (3) avisos publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el municipio o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la alcaldía correspondiente. Contra estos actos de la administración procederá exclusivamente el recurso de reposición dentro de los términos previstos para el efecto en el Código Contencioso Administrativo. 

Para los fines de publicidad frente a terceros, una vez en firme el acto administrativo de liquidación del efecto plusvalía, se ordenará su inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles. Para que puedan registrarse actos de transferencia del dominio sobre los mismos, será requisito esencial el certificado de la administración en el cual se haga constar que se ha pagado la participación en la plusvalía correspondiente. 

1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que el aparte demandado, al regular la forma de notificación de la liquidación del monto de la plusvalía a través de avisos en los diarios y por edicto sin mediar la notificación personal, es contrario al Preámbulo, y a los artículos 1, 2, 29 y 209 de la Constitución Política.

De manera específica indican que estos tipos de notificación en sus pareceres, “de ningún modo aseguran la igualdad y menos aún puede considerarse que dicha norma haya sido concebida en aras de garantizar la participación ciudadana, todo lo contrario, es una manera de “imponer” de forma unilateral por parte del Estado sus actos…”.    Y agregan que no hay justificación para que el administrado no pueda conocer de manera personal y desde un principio el acto que grava un inmueble de su propiedad, por lo que, consideran se presenta un abuso de la posición dominante del Estado que afecta de manera grave al contribuyente, porque no le brinda las garantías procesales ni sustanciales para que tenga el conocimiento oportuno del acto que lo afecta y pueda controvertirlo.
De otra parte, señalan que el afectado queda despojado de la facultad consagrada en el artículo 82 de la misma Ley 388 de 1997, consistente en el derecho de revisión de la liquidación del efecto plusvalía para su predio. Situación que se agrava cuando trascurren los cuatro meses para acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, ni acceder por el mismo desconocimiento del acto, caducándose así mismo el término para ejercer este derecho cuando un acto puede ser susceptible de error y por lo tanto de su consecuente rectificación.

2. Problema jurídico

Corresponde establecer si las expresiones demandadas del artículo 81 (parcial) de la Ley 388 de 1997, vulneran el Preámbulo y los artículos 1, 2, 29 y 209 de la Constitución Política, al no disponer del mecanismo obligatorio de notificación personal del acto administrativo que liquida el efecto plusvalía de los predios beneficiados con acciones urbanísticas. 

3. Análisis jurídico

Es del caso mencionar que la Corte constitucional, en la sentencia C-517 de 2007, examinó las acusaciones en contra del artículo 81 de la Ley 388 de 1997 por una presunta vulneración de los artículos 1, 82, 317, 151 y 288, el inciso primero y los numerales 2 y 3 del artículo 287, el artículo 338 y el artículo 362 de la Carta, y lo declaró exequible en lo acusado. Por lo tanto, los cargos que hoy son objeto de la presente acusación en los que afirman una posible vulneración del Preámbulo, y de los artículos 1, 2, 29 y 209 de la Constitución Política, no han sido examinados y, en consecuencia, el Ministerio Público presentará su consideración al respecto.

De conformidad con el artículo 82 de la Constitución Política, las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo incrementando su aprovechamiento.  Esta participación se destinará a la defensa y fomento del interés común.

La Ley 388 de 1997 regula la participación en la plusvalía por parte de las entidades públicas, como consecuencia de las acciones urbanísticas que regulan la utilización del suelo en defensa del interés común.  En el Capítulo IX, “PARTICIPACION EN LA PLUSVALÍA”, de la citada ley, se encuentran los artículos 73 y siguientes que contienen: i) las normas que regulan la aplicación de la participación en la plusvalía en los respectivos territorios; ii) lo relacionado con las acciones y operaciones encaminadas a la aplicación en la plusvalía; iii) lo atinente a la destinación de los recursos provenientes de la participación en la plusvalía; y iv) las tasas, liquidación y cobro de la participación exigible a los propietarios o poseedores de inmuebles respecto del cual se haya liquidado.
El artículo 81 de la Ley 388 de 1997 parcialmente acusado, establece la forma de divulgación y notificación por parte de la administración municipal o distrital a los propietarios o poseedores del acto administrativo de liquidación del monto de participación de la plusvalía causado sobre cada uno de los predios beneficiados con las acciones urbanísticas, a través de  tres (3) avisos publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación y del edicto fijado en la sede de la alcaldía correspondiente.

La plusvalía se puede definir como el incremento en los precios del suelo que no se derivan del esfuerzo o trabajo de su propietario sino de decisiones o actuaciones del ordenamiento territorial o de inversiones públicas, adoptadas o ejecutadas por la administración distrital en nombre del interés general
.

Para el Ministerio Público la mencionada forma de notificación a través de aviso y edicto no se justifica, porque el acto administrativo de la liquidación de la plusvalía establece una obligación clara, como es el pago del efecto de plusvalía por parte del ciudadano poseedor o propietario de un inmueble determinado. De tal forma que el acto administrativo individualiza al ciudadano, por lo que se deduce que se trata de un acto de carácter particular y concreto que produce situaciones y crea consecuencias individualmente consideradas que deben ser notificadas personalmente. 

La Corte Constitucional, en la sentencia C-929 de 2005, cuando estudió la constitucionalidad del artículo 565 (parcial) del Decreto 624 de 1989, se refirió a la forma de notificación de los actos administrativos proferidos por la administración de impuestos, y al respecto manifestó:

“5.  Las notificaciones de los actos administrativos, en especial de los que profiere la Administración Tributaria.
 
5.1.  La institución de la figura de la notificación busca de manera general “el conocimiento real o presunto que se da a las partes, y especialmente a los terceros de las providencias que en él se profieren”[9]. La finalidad de las notificaciones es dar cumplimiento al principio de publicidad que debe preceder todas las actuaciones judiciales o administrativas, a fin de que puedan ser controvertidas a través de los recursos establecidos por la ley, por quienes resulten afectados con la decisión. Con ello, se garantiza el debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en virtud del cual “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”.
 
El artículo 209 de la Constitución dispone que la función administrativa se encuentra al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento “en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”. En desarrollo de ese principio las actuaciones administrativas deben ser dadas a conocer por parte de las entidades que las expidan, a través de las comunicaciones, notificaciones o publicaciones establecidas en la ley o en el acto administrativo de que se trate. 
 
 (…) 
La forma de notificación de los actos proferidos por la administración de impuestos tiene una regulación especial en el Estatuto Tributario, consagrada en los artículos 563 y siguientes. En la mencionada norma se dispone lo relativo a las direcciones que han de ser tenidas en cuenta para realizar las notificaciones. El artículo 564 establece la dirección procesal, y, por su parte el artículo 565 cuestionado señala las formas de notificación de las actuaciones de la administración de impuestos, el cual dispone en el segundo inciso que las providencias que decidan los recursos han de ser notificados personalmente o por edicto si el contribuyente no comparece dentro de los diez días siguientes a la fecha de introducción del aviso de citación al correo. Ello significa, que el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, cuenta con el término establecido en la norma (diez días), para acudir ante la administración a fin de ser notificado de manera personal o, en su defecto, si no comparece se procederá a la notificación por edicto. Es decir, los términos  para la interposición de las acciones correspondientes, comienzan a contarse a partir de la realización de la notificación, y no como lo interpreta el actor, desde el día de la introducción al correo del aviso de citación, el cual tiene precisamente ese efecto, citar al interesado para que se notifique del acto particular que ha resuelto su recurso. 
 
Se observa pues, que el legislador dentro de su amplia libertad configurativa, estableció un término (diez días), para que el contribuyente comparezca a notificarse personalmente de los actos administrativos que resuelven los recursos personalmente, y sólo en defecto de esta, por no presentarse el recurrente citado, procede la notificación por edicto. Quiere ello decir, que la notificación personal es la forma principal de notificar esa clase de actos y la notificación por edicto la forma subsidiaria, contrario a lo sostenido por el actor cuando afirma que la notificación por edicto primaría sobre la personal para los efectos del artículo 565 del Estatuto Tributario en el aparte acusado...”. (negritas fuera del texto)
 
De conformidad con lo anterior, el Ministerio Público considera que el acto administrativo que contiene la liquidación del monto a pagar por concepto de plusvalía, objeto de notificación, constituye un acto de comunicación de vinculación entre la administración y el poseedor o dueño del inmueble a quien le afecta su contenido.  En ese sentido la norma acusada no resulta suficiente para garantizar el debido proceso del contribuyente, toda vez que no le permite conocer oportunamente la liquidación del efecto plusvalía, y más aún no le permite su participación, de tal manera que el afectado pueda controvertirlo a través de los recursos que el ordenamiento jurídico pone a su disposición.

Es decir, el procedimiento de notificación establecido en el artículo 81, parcialmente acusado, no le permite al ciudadano en los términos legales hacer uso de los recursos, como es el de reposición dentro de los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo, el de revisión del acto de liquidación señalado en el artículo 82 de la misma Ley 388 de 1997
, y la acción de nulidad y restablecimiento del derecho si fuere del caso.

Bajo estas consideraciones, el Ministerio Público le solicita a la Corte declarar exequible el aparte demandado del artículo 81 de la Ley 388 de 1997, en lo acusado, y señale que antes de efectuar la notificación por avisos o por edictos, la administración municipal o distrital debe adelantar la notificación personal a quien posea o sea propietario de un predio beneficiado con las acciones urbanísticas, y que haya sido determinado para el cobro de la plusvalía, pues de esta forma se garantiza a los afectados el procedimiento con la decisión administrativa, entre ellos el debido proceso constitucional, cuando dispone que éste se aplica a toda clase de actuaciones, sean estas judiciales o administrativas, e incluso daría una mayor efectividad para las actuaciones de las partes, tanto para la administración –cuando en ejercicio de la función pública adopta políticas y acciones de desarrollo urbano que repercuten en el fomento del interés común–, como para el ciudadano, a quien se le notifica el cobro de la plusvalía para que pueda controvertirla en caso de considerarlo necesario y, así mismo, la oportunidad de impugnar a través de los recursos o ejercer las acciones, si fuere del caso.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA de la expresión acusada “lo cual procederá mediante tres (3) avisos publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el municipio o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la alcaldía correspondiente”,  contenida en el artículo 81 de la Ley 388 de 1997, en el sentido de que antes de efectuar la notificación por avisos o por edictos, la administración municipal o distrital deberá adelantar la notificación personal a quien posea o sea propietario de un predio beneficiado con las acciones urbanísticas, y que haya sido determinado para el cobro de la plusvalía.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Nroa 

� Véase: Síntesis de Coyuntura/Dirección de economía urbana/Dirección de políticas sectoriales/Subsecretaria de Planeación Socioeconómica/ Secretaria Distrital de Planeación – No. 90 de mayo 7 de 2009. � HYPERLINK "http://www.catastrobogota.gov.co/sites/default/files/files/1738%20Resolucion.pdf" �http://www.catastrobogota.gov.co/sites/default/files/files/1738%20Resolucion.pdf� 


� ARTICULO 82. REVISION DE LA ESTIMACION DEL EFECTO DE PLUSVALIA. Cualquier propietario o poseedor de un inmueble objeto de la aplicación de la participación en la plusvalía, podrá solicitar, en ejercicio del recurso de reposición, que la administración revise el efecto plusvalía estimado por metro cuadrado definido para la correspondiente zona o subzona en la cual se encuentre su predio y podrá solicitar un nuevo avalúo. 


Para el estudio y decisión de los recursos de reposición que hayan solicitado la revisión de la estimación del mayor valor por metro cuadrado, la administración contará con un plazo de un (1) mes calendario contado a partir de la fecha del último recurso de reposición interpuesto en el cual se haya pedido dicha revisión. Los recursos de reposición que no planteen dicha revisión se decidirán en los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo. 
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